SENTENCIA TUTELA 1ª INSTANCIA N°73                                                      RADICACIÓN:   660012204000 2017 00273 00

ACCIONANTE: DIEGO FERNANDO CORREA LOZANO  

DECLARA IMPROCEDENTE

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:  
Sentencia – 6 de diciembre de 2017 

Proceso: 


Tutela – Concurso CGP – Contra providencia. No traslado. Improcedente
Radicación Nro. :
  
660012204000 2017 00273 00
Accionante: 

DIEGO FERNANDO CORREA LOZANO
Accionado: 

Juzgados Cuarto Penal del Circuito de Pereira (Rda.) y Primero Promiscuo de Belén de Umbría (Rda.).

Magistrado Sustanciador: 
 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Tema: 


CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / DEFECTO FACTICO / NO TRASLADO ELEMENTOS MATERIALES PROBATORIOS/ IMPROCEDENTE - Como acaba de verse, el defecto fáctico ha sido definido como aquel que surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que permita la aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión, en este caso el profesional del derecho que defiende los intereses de CORREA LOZANO señala que tanto la decisión en la que se impuso la medida de aseguramiento como  aquella en la que se desató el recurso de apelación interpuesto por él frente a la misma, presentan ese vicio, por cuanto la Fiscalía al momento de sustentar la solicitud no enunció ni dio traslado de los elementos materiales probatorios en los que apoyaba su pedimento, tal como lo dispone la normativa aplicable, razón por la cual no era posible que el funcionario realizara un pronunciamiento de fondo al no conocer esos documentos, y adicionalmente, esa omisión también imposibilitó efectuar la correspondiente controversia.

Contrario a lo sostenido por la parte accionante, por más que la delegada de la Fiscalía no haya indicado cuáles eran los elementos de conocimiento en los que debía sustentarse la medida y su urgencia, y ponerlos a disposición para que fueran evaluados en dicha diligencia y la defensa pudiera debatirlos, conforme lo señalado en el artículo 306 de la Ley 906/04, dicha omisión si bien no es plausible, no configura una afectación de los derechos al debido proceso, contradicción y libertad, o al principio de legalidad que se invocan en esta acción, puesto que, tal como lo precisaron el juez de primer nivel y la funcionaria que dio trámite a la impugnación, en los registros se observa que dichos documentos ya habían sido estudiados por el director de la audiencia en la legalización de captura, diligencia en la que el abogado del señor CORREA LOZANO tuvo también la oportunidad de revisarlos y tomar apuntes por espacio de siete minutos, tiempo suficiente para revisarlos en su totalidad si se tiene en cuenta que era un cuaderno de apenas 19 folios, conforme lo informado por la Fiscalía a esta Corporación, y al tratarse de audiencias concentradas que se desarrollaron de forma consecutiva, que además no fueron muy extensas, cada una de las partes tenía presente el contenido de esos documentos y podían referirse a los mismos sin necesidad de observarlos nuevamente; sin embargo, el profesional del derecho se abstuvo de hacer su intervención al respecto, para exponer idénticos argumentos a los que esgrime en esta actuación.

En esas condiciones, el juez de instancia sí tuvo un soporte probatorio para fundamentar la determinación de imponer medida de aseguramiento, el cual ya había sido objeto de estudio por parte del funcionario, y de acuerdo con esos elementos consideró que se daban los presupuestos para la restricción de la libertad solicitada por el ente acusador, básicamente por encontrar demostrada la inferencia razonable y acreditados los fines constitucionales y legales para su procedencia, conforme lo consignado en los artículos 308 y siguientes.  

Se advierte entonces que aquí no se demostró la incursión de los jueces tutelados en un error garrafal que haga indispensable la intervención del juez de tutela en el conocimiento de un asunto que por su naturaleza corresponde a los jueces ordinarios, quienes ya lo definieron de conformidad con el ordenamiento jurídico, y se concluye entonces que lo pretendido por el tutelante es revivir un debate que fue objeto de estudio dentro del proceso que se adelanta en su contra, en el cual tuvo la oportunidad de presentar los recursos de ley.
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                                        RAMA JUDICIAL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, seis (6) de diciembre de dos mil diecisiete (2017)

                                                                    Acta de Aprobación N° 1347
                                                   Hora: 8:00 a.m.
1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por el ciudadano DIEGO FERNANDO CORREA LOZANO por intermedio de apoderado judicial contra los Juzgados Cuarto Penal del Circuito de Pereira (Rda.) y Primero Promiscuo de Belén de Umbría (Rda.), al considerar vulnerados sus derechos fundamentales al debido proceso, contradicción y libertad.

2.- SOLICITUD 

Lo narrado en el escrito de tutela por el abogado que representa los intereses del señor CORREA LOZANO se puede concretar así: 
- En septiembre 23 de 2017 por solicitud de la Fiscalía Cuarenta y Cuatro Local de Belén de Umbría (Rda.) y ante el Juzgado Primero Promiscuo Municipal con función de control de Garantías de Belén de Umbría (Rda.), se realizaron las audiencias de legalización de captura, incautación y destrucción de elementos, comiso de vehículo, imputación y medida de aseguramiento, dentro del proceso tramitado contra su prohijado por el delito de tráfico de estupefacientes radicado al N° 6640060000642017000698.

- En la diligencia de medida de aseguramiento la delegada Fiscal no indicó cuáles eran los elementos materiales que soportaban la restricción de la libertad de su patrocinado y tampoco corrió traslado de los mismos, en razón de lo cual solicitó la libertad de su representado, petición que fue negada por el funcionario, quien al efecto esgrimió que había tenido conocimiento de la carpeta al habérsele puesto a disposición en las audiencias anteriores, y por ello no era necesario que revisarla nuevamente, lo cual iría en contravía de la celeridad de la actuación.

- Frente a esa determinación interpuso recurso de apelación que conoció el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira (Rda.), despacho que confirmó lo resuelto por el a quo al considerar que por tratarse de audiencias concentradas sin solución de continuidad, y en vista de que ya se había corrido traslado de los elementos al juez y a la defensa, como se observa en el video, dicho funcionario tuvo la oportunidad de revisar los mismos, y la defensa pudo observarlos y tomar apuntes, resultaba inútil volver a pasar la carpeta para la revisión de unos documentos que ya habían sido conocidos por todos.

- De acuerdo con el artículo 306 de la Ley 906/04 el Fiscal debe indicar los elementos materiales probatorios, los cuales se evaluarán en la audiencia permitiendo a la defensa su controversia, y por ello es necesario el traslado de los mismos, en virtud del principio de igualdad de armas, y al no cumplirse con esa carga por parte del ente acusador, lo que procedía era ordenar la libertad del procesado.

- Los jueces de primera y segunda instancia hablan de economía procesal que no es aplicable al asunto porque si bien las audiencias se realizan en un solo acto tienen finalidades y trámites diferentes; por tanto, aunque en la legalización de captura se hizo el traslado de los elementos, lo revisado fue únicamente con relación a esa diligencia, y los apuntes que saca a relucir la segunda instancia fueron sobre el informe ejecutivo de captura, fecha y hora de la misma, derechos del capturado y la incautación del vehículo, y no hay forma de demostrar lo contrario. 

- Se dan los requisitos generales y específicos para que proceda en este evento la tutela contra providencias judiciales, toda vez que el asunto es de relevancia constitucional al estar inmersos los derechos al debido proceso, contradicción, libertad, y el principio de legalidad, se agotaron todas las etapas procesales, la acción se interpuso dentro de un plazo razonable cumpliendo con la inmediatez, se indica con claridad cuáles son los hechos que generaron la vulneración alegada con ocasión de un defecto fáctico, ya que los jueces involucrados no tuvieron sustento para soportar la decisión, al no tener a su alcance los elementos materiales probatorios.
Con fundamento en lo anterior pide el amparo de los derechos quebrantados, y, en consecuencia, se ordene al Juzgado Cuarto Penal del Circuito de esta ciudad disponer la libertad inmediata del señor DIEGO FERNANDO CORREA LOZANO.

3.- CONTESTACIÓN

- La titular del Juzgado Cuarto Penal del Circuito de esta ciudad informó que conoció en segunda instancia del recurso de apelación que interpuso el apoderado judicial de DIEGO FERNANDO CORREA LOZANO, contra la decisión del Juzgado Primero Promiscuo Municipal de Belén de Umbría (Rda.) en turno URI en esta ciudad, mediante la cual se impuso al imputado medida de aseguramiento consistente en detención preventiva en centro carcelario.

El abogado defensor expuso en sus argumentos de apelación que no se indicaron los elementos materiales probatorios para sustentar la medida de aseguramiento y no se corrió traslado de los mismos ni a él ni al juez de control de garantías, por lo cual debía revocarse la decisión mediante la cual se impuso la medida de aseguramiento a su prohijado.

Ese despacho en audiencia llevada a cabo en octubre 19 de 2017 confirmó la decisión tomada por el a quo, como quiera que del video de las audiencias se observa que efectivamente se dio traslado de los citados documentos al defensor, quien los revisó por espacio de siete minutos, e incluso tomó notas del mismo, y de igual manera al funcionario de garantías, y aunque se hizo en la legalización de captura, se trata de los mismos documentos tenidos en cuenta para solicitar la medida de aseguramiento.

- El Fiscal 27 Delegado ante el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia señala que efectivamente desde septiembre 22 de 2017 se adelanta indagación en contra del señor DIEGO FERNANDO CORREA LOZANO, en virtud de la captura de la que fue objeto el día anterior a la 21:00 hora en el tramo vial denominado Media Canoa de La Virginia (Rda.) kilómetro 141, cuando miembros de la Policía de Tránsito hallaron en el baúl del automóvil marca Volkswagen de placas BNO601 que éste conducía, seis paquetes rectangulares envueltos en bolsas plásticas de color negro, las cuales contenían sustancia vegetal que sometida a prueba de P.I.P.H. arrojó positivo para cannabis y sus derivados, con un peso neto de 65.312.6 gramos.

Al observarse los registros de la audiencia, como atinadamente lo advirtió la juez que resolvió el recurso de apelación interpuesto por la defensa contra la determinación de primera instancia, la referida delegada sí anunció y valoró los medios de convicción con los que contaba para la solicitud deprecada, y si bien es cierto no corrió traslado materialmente de dichos elementos, ello no es óbice para afirmar que el togado los observó en su totalidad en la audiencia de legalización de captura.

Precisa que el informe de captura es de 1 folio, y el acta de derechos del capturado también de un folio, y visto el registro de la diligencia puede verificarse que el profesional del derecho observó por espacio de 10 minutos la carpeta en su integridad conformada por 19 folios, e incluso, tomó atenta nota, lo que muestra que sería imposible que se tomara ese tiempo para leer solo dos folios, máxime que previo al inicio del acto público debió haber entrevistado a su representado para establecer las circunstancias que rodearon su captura, y en síntesis es una audiencia que en términos generales no es compleja.

Bajo esas condiciones, no cabe duda que el defensor sí conoció en su totalidad los documentos con los que la Fiscalía arribó a las audiencias preliminares y por tanto, no es dable afirmar que la omisión involuntaria de la delegada de la Fiscalía haya dado al traste con el conocimiento de esos medios probatorios por parte suya y del señor juez, y  tampoco en manera alguna ello constituye quebrantamiento de los derechos fundamentales al debido proceso, contradicción y libertad, ni al principio de legalidad que rige en nuestro sistema.
En conclusión, está de acuerdo con la posición asumida tanto por el juez de control de garantías como por la funcionaria de segunda instancia, puesto que más allá de las formalidades procesales, lo que debe tenerse en cuenta es la lealtad procesal, la honestidad profesional y el sentido de dignidad que debe acompañar a todas las partes en los debates que se suscitan en las audiencias; por tanto, solicita mantener incólume la determinación adoptada.
4.- PRUEBAS

Se tuvieron como tales los documentos aportados por las partes.
5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91, 306/92 y 1069/15.
5.1.- Problema planteado 
Corresponde a esta Colegiatura determinar si en el caso sometido a estudio es procedente la acción de tutela para hacer la revisión de una decisión judicial que se encuentra en firme.
5.2.- Solución

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

De acuerdo con las manifestaciones efectuadas por el defensor del ciudadano DIEGO FERNANDO CORREA LOZANO, entiende esta Sala que su solicitud está dirigida básicamente a que se protejan sus derechos fundamentales al debido proceso, contradicción y libertad; y, en consecuencia, se deje sin efectos la medida de aseguramiento proferida en su contra, y se ordene su libertad inmediata.
Como quiera que se atacan determinaciones adoptadas por una autoridad judicial, esto es, las proferidas por el Juzgado Primero Promiscuo de Belén de Umbría (Rda.), y por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de esta ciudad que la confirmó, es indispensable estudiar de manera inicial lo relacionado con la viabilidad de la tutela a efectos de revisar decisiones judiciales, para luego establecer si hay o no lugar a efectuar un análisis de fondo al caso concreto
.

Cuando se dirige la tutela contra providencias judiciales, se convierte en un mecanismo de protección excepcionalísimo y por ello su prosperidad va ligada al cumplimiento de unos requisitos de procedibilidad que la jurisdicción constitucional  ha precisado en múltiples providencias, entre otras, en la  C-560/05 y T-332/06.
Los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, ameritan que la cuestión que se discuta: (i) sea de evidente relevancia constitucional; (ii) se haya hecho uso de todos los mecanismos de defensa judicial -ordinarios y extraordinarios- a disposición del afectado, salvo que se trate de evitar un perjuicio iusfundamental irremediable; (iii) se cumpla el requisito de la inmediatez. Así, la tutela debe haber sido interpuesta en un término razonable y proporcionado desde el momento de ocurrencia de la vulneración del derecho fundamental; (iv) cuando se trate de una irregularidad procesal, que ésta tenga un efecto decisivo en el fallo objeto de controversia y afecte los derechos fundamentales de la parte actora, y (v) que no se trate de sentencias de tutela.

De otra parte, los requisitos de carácter específico pueden sintetizarse así: a) defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la providencia impugnada, carece, absolutamente, de competencia para ello; b) defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó completamente al margen del procedimiento establecido; c) defecto fáctico, que surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que permita la aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión; d) defecto material o sustantivo, como son los casos en que se decide con base en normas inexistentes o inconstitucionales o que presentan una evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la decisión; f) error inducido, que se presenta cuando el juez o tribunal fue víctima de un engaño por parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una decisión que afecta derechos fundamentales; g) decisión sin motivación, que implica el incumplimiento de los servidores judiciales de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de sus decisiones en el entendido que precisamente en esa motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional; h) desconocimiento del precedente, hipótesis que se presenta, por ejemplo, cuando la Corte Constitucional establece el alcance de un derecho fundamental y el juez ordinario aplica una ley limitando sustancialmente dicho alcance. En estos casos la tutela procede como mecanismo para garantizar la eficacia jurídica del contenido constitucionalmente vinculante del derecho fundamental vulnerado, y i) violación directa de la Constitución.
Así mismo la H. Corte Suprema de Justicia, frente a la interposición de acciones de constitucionales contra decisiones judiciales, ha expresado 
 que si bien la tutela procede contra dichas providencias, en aplicación de los anteriores criterios de procedibilidad, quien la ejercite  tiene una mayor exigencia argumentativa, puesto que no puede quedarse simplemente en el planteamiento de censuras y omitir su demostración, sino que por el contrario debe probar de forma irrefutable que se incurrió en un error garrafal por el funcionario y por ello la decisión que está amparada por la presunción de acierto y legalidad no es ajustada a derecho, de manera que se haga necesaria la intervención del juez de tutela en el conocimiento de un asunto que por su naturaleza corresponde al juez ordinario.
Al confrontar esos presupuestos de procedibilidad con lo expuesto en el presente asunto, se advierte que la acción propuesta cumple con los requisitos qenéricos por cuanto: (i) se enunció la relevancia constitucional del asunto al estar relacionado con la afectación de los derechos al debido proceso, contradicción y libertad, así como con el principio de legalidad; (ii) se interpuso recurso de apelación frente a la determinación que aquí se censura; (iii) el amparo se presentó dentro de un término razonable; y (iv) no se trata de una sentencia de tutela.

No obstante lo anterior, en lo relacionado con las exigencias de tipo específico si bien la parte accionante hizo una argumentación tendiente a que se dejen sin efecto decisiones judiciales emitidas por Jueces de la República competentes para ello, amparadas por la doble presunción de acierto y legalidad, por considerar que con las mismas se incurrió en un defecto fáctico, en criterio de la Sala no se logró acreditar que dichos funcionarios incurrieron en la aludida irregularidad.

Como acaba de verse, el defecto fáctico ha sido definido como aquel que surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que permita la aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión, en este caso el profesional del derecho que defiende los intereses de CORREA LOZANO señala que tanto la decisión en la que se impuso la medida de aseguramiento como  aquella en la que se desató el recurso de apelación interpuesto por él frente a la misma, presentan ese vicio, por cuanto la Fiscalía al momento de sustentar la solicitud no enunció ni dio traslado de los elementos materiales probatorios en los que apoyaba su pedimento, tal como lo dispone la normativa aplicable, razón por la cual no era posible que el funcionario realizara un pronunciamiento de fondo al no conocer esos documentos, y adicionalmente, esa omisión también imposibilitó efectuar la correspondiente controversia.
Contrario a lo sostenido por la parte accionante, por más que la delegada de la Fiscalía no haya indicado cuáles eran los elementos de conocimiento en los que debía sustentarse la medida y su urgencia, y ponerlos a disposición para que fueran evaluados en dicha diligencia y la defensa pudiera debatirlos, conforme lo señalado en el artículo 306 de la Ley 906/04, dicha omisión si bien no es plausible, no configura una afectación de los derechos al debido proceso, contradicción y libertad, o al principio de legalidad que se invocan en esta acción, puesto que, tal como lo precisaron el juez de primer nivel y la funcionaria que dio trámite a la impugnación, en los registros se observa que dichos documentos ya habían sido estudiados por el director de la audiencia en la legalización de captura, diligencia en la que el abogado del señor CORREA LOZANO tuvo también la oportunidad de revisarlos y tomar apuntes por espacio de siete minutos, tiempo suficiente para revisarlos en su totalidad si se tiene en cuenta que era un cuaderno de apenas 19 folios, conforme lo informado por la Fiscalía a esta Corporación, y al tratarse de audiencias concentradas que se desarrollaron de forma consecutiva, que además no fueron muy extensas, cada una de las partes tenía presente el contenido de esos documentos y podían referirse a los mismos sin necesidad de observarlos nuevamente; sin embargo, el profesional del derecho se abstuvo de hacer su intervención al respecto, para exponer idénticos argumentos a los que esgrime en esta actuación.
En esas condiciones, el juez de instancia sí tuvo un soporte probatorio para fundamentar la determinación de imponer medida de aseguramiento, el cual ya había sido objeto de estudio por parte del funcionario, y de acuerdo con esos elementos consideró que se daban los presupuestos para la restricción de la libertad solicitada por el ente acusador, básicamente por encontrar demostrada la inferencia razonable y acreditados los fines constitucionales y legales para su procedencia, conforme lo consignado en los artículos 308 y siguientes.  
Se advierte entonces que aquí no se demostró la incursión de los jueces tutelados en un error garrafal que haga indispensable la intervención del juez de tutela en el conocimiento de un asunto que por su naturaleza corresponde a los jueces ordinarios, quienes ya lo definieron de conformidad con el ordenamiento jurídico, y se concluye entonces que lo pretendido por el tutelante es revivir un debate que fue objeto de estudio dentro del proceso que se adelanta en su contra, en el cual tuvo la oportunidad de presentar los recursos de ley.

En tan particulares condiciones es preciso concluir que no se observa por parte alguna la vulneración de los derechos fundamentales reclamados, y deviene imperativo declarar improcedente la solicitud de amparo por ausencia de los requisitos que hacen viable la tutela contra providencias judiciales. 
5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA
PRIMERO: SE DECLARA IMPROCEDENTE la acción de tutela interpuesta por el ciudadano DIEGO FERNANDO CORREA LOZANO mediante apoderado judicial.
SEGUNDO: Si el fallo no fuere impugnado, remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

 JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� Sobre el particular ver entre otras: Sentencias T-698 de 2004, T-315 de 2005, T-825 de 2007.


� CSJ STP, 22 sept. 2015, Rad. 81747
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